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En Guatemala 
se vive una 
encrucijada 
porque está en 
juego avanzar 
en las demandas 
democráticas 
o inhibir las 
libertades 
políticas, mediante 
el debilitamiento 
del sistema de 
justicia y los 
discursos repletos 
de diatribas del 
presidente de la 
República, Jimmy 
Morales, quien 
pretende imponer 
el pensamiento 
pentecostal como 
posición de Estado 
y mantener las 
prácticas que 
estimulan el 
saqueo del erario 
público
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De un lado, están las fuerzas conservado-
ras que recurren por todos los medios a 
mantener las fuentes de financiamiento 

ilícito y exacerbar las posturas reaccionarias que 
violentan derechos democráticos conquistados; 
y por otro, diversidad de grupos que demandan 
continuar la lucha contra la corrupción y la impu-
nidad, así como defender la laicidad y la función 
del bien común que corresponde al Estado.

Esta confrontación de posiciones toma for-
ma en un contexto en el que altos funcionarios 
públicos y privados cuestionan resoluciones 
de la Corte de Constitucionalidad (CC), cuyos 
dictámenes deben ser acatados ya que es la 
máxima institución del ordenamiento jurídico 
guatemalteco; proliferan las descalificaciones 
y la criminalización de voces opositoras; se 
engavetan iniciativas de ley progresistas, 
reactivan controles militaristas y reprimen 
al movimiento indígena y campesino, prin-
cipalmente.

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA  
DE CORTE EVANGÉLICO
A pesar de que la Constitución Política de Guate-
mala establece la libertad de creencias y ha sus-
crito convenios internacionales que reconocen 
los derechos de las mujeres y de la población 
LGBTI, el mandatario Morales y dirigentes de su 
partido reivindican sus convicciones religiosas 
mientras actúan en su función pública. 

A toda costa pretenden descalificar las po-
siciones emancipadoras en un país donde se 
registra la tasa más alta de natalidad en América 
Latina, el empobrecimiento de las personas crece 
al igual que las migraciones y van en aumento 

los embarazos en niñas (11 y 14 años) y las de-
nuncias por violencias machistas.

Morales defiende como la pareja única per-
mitida, la que integra un hombre y una mujer; 
que la mal llamada “ideología de género” atenta 
contra la armonía familiar; que la educación se-
xual únicamente corresponde a padres y quienes 
propugnan por postulados distintos a los suyos 
son “enemigos internos” (concepto utilizado du-
rante la guerra para reprimir), ya que fomentan 
la polarización social.

Además de sus sesgos pentecostales, en los 
que la palabra de dios sobresale, altos funciona-
rios de la presidencia de la República han exter-
nado su oposición a obedecer la resolución de la 
CC que ordena dejar entrar a Guatemala, a Iván 
Velázquez, quien ha sido ratificado como titular 
de la Comisión Internacional contra la Impunidad 
en Guatemala (CICIG) por el jefe de Naciones 
Unidas, Antonio Guterres, contrario a una orden 
presidencial que lo prohibió porque supuesta-
mente atenta contra la soberanía nacional. 

Asimismo, han manifestado su rechazo hacia 
otro dictamen de la CC, que ordena la realiza-
ción de una consulta comunitaria previo a que 
la Mina San Rafael reanude sus funciones (explo-
tación de plata, cobre, zinc, y en menor medida 
oro). En esta oposición, además de funcionarios 
de gobierno de alto nivel, figuran cámaras em-
presariales y ex magistrados conservadores que 
coinciden en imponer los proyectos “de desa-
rrollo” a pesar de que son rechazados por la 
población de los territorios donde se ejecutan, 
porque destruyen bienes naturales, benefician 
principalmente a inversionistas extranjeros y es 
escasa su oferta laboral.
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CONGRESO DE LA 
REPÚBLICA CON  
MAYORÍA REACCIONARIA
La legislatura actual ha concer-
tado un “pacto de corruptos”, 
integrado por diputados que in-
tentan legislar en función de las 
exigencias evangélicas, califican de 
“enfermos” a la población LGTBI y 
como un atentado a la familia y el 
derecho a la vida los postulados 
feministas. 

Otra de sus características 
es favorecer los intereses em-
presariales que han acumulado 
capitales a través del modelo 
extractivista. Los integrantes del 
“pacto de corruptos” defienden 
las fuentes de financiamiento 
ilícito como son: la construcción 
de infraestructura, la compra de medicamentos, la contratación 
de servicios, entre otras. Aspiran a cooptar el Sistema de Justicia.

Este grupo de parlamentarios también pretende la reelección 
ininterrumpida y el cambio de bancada sin restricción alguna, así 
como restar poder de decisión al Organismo Judicial en casos de 
desafuero de funcionarios públicos, inculpados en hechos de corrup-
ción, tarea que quieren sea exclusiva al Congreso de la República. 

Las demandas sociales, como la ley que buscaba una repara-
ción digna para niñas violentadas sexualmente y apoyos económi-
cos para mujeres rurales, son ignoradas. La agrupación Justicia Ya 
denunció que 129 (del total de 158) diputados intentan cambiar 
las reglas del manejo de financiamiento electoral para salvar a 
financistas y secretarios generales de partidos políticos. 

ALTOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS SENTENCIADOS
La función pública ha estado impregnada por hechos de corrup-
ción en este país centroamericano, en los que se ha simulado 
hacer actividades comerciales a fin de apoderarse de recursos del 
Estado, práctica que –a partir de 2015– se demostró mediante la 
actuación conjunta del Ministerio Público (MP), a cargo de Thelma 
Aldana, y de CICIG, dirigida por el comisionado Velázquez. 

A pesar del litigio malicioso ejercido por ex funcionarios gu-
bernamentales y sus abogados, existen varias sentencias que 
demuestran plenamente cómo éstos se apoderaron bajo el 
amparo de sus cargos de importantes sumas de dinero; por 
ejemplo: la ex vicepresidenta de la República, Roxana Baldetti; el 
ex ministro de Gobernación, Mauricio López Bonilla; y el ex titular 
del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social (IGSS), estos dos 
últimos pertenecieron a la cúpula militar.

En los procesos judiciales que se siguen figuran como presun-
tos inculpados además: el ex presidente de la República, Otto Pérez 
Molina; varios ex magistrados y ex ministros, entre ellos, Williams 
Mancilla, ex titular de la cartera de la Defensa Nacional, así como 
dos familiares de mandatario, Sammy Morales y José Manuel Mo-
rales, hermano e hijo. 

Todos estos casos han sido presentados por MP y CICIP, en los 
que también figuran grandes empresarios, cuyos resultados son  
los que motivaron a Jimmy Morales a cerrarle el ingreso a Gua-
temala al comisionado Velázquez y oponerse a la extensión del 
mandato de dicha comisión de Naciones Unidas. 

En sentido contrario, movimientos ciudadanos departamentales 
y en la capital, donde resalta la participación estudiantil y de pobla-
ción urbana, demandan intensificar la persecución penal contra las 
personas corruptas. Exigen la renuncia del presidente de la Repú-
blica y de los diputados, respetar el ordenamiento constitucional, 
reencauzar la acción legislativa y defender el Estado laico. 

UN GOLPE DE ESTADO ESTÁ EN MARCHA
Mujeres indígenas y mestizas, quienes participan en diferentes 
espacios, se han constituido en una asamblea permanente para 
rechazar enérgicamente el Golpe de Estado que se está implan-
tando, ante la desobediencia de las resoluciones de la CC y la 
militarización, que se observa con el fortalecimiento del ejército, 
su mayor injerencia en decisiones nacionales y presencia cons-
tante en las calles y comunidades donde hay movimientos de 
resistencia. 

Para la denominada asamblea de mujeres, la impunidad “afecta 
de manera importante porque se nos niega el acceso a servicios 
públicos, impone peores condiciones de trabajo y alimentación, 
reproduce violencias en distintos ámbitos de nuestra vida, además 
suprime oportunidades en comunidades rurales y barrios urbanos”.

Representantes de los diferentes movimientos sociales denun-
cian de manera constante los ataques contra defensoras y defenso-
res de derechos que luchan por sus recursos naturales y territorios. 
El más reciente hecho ocurrido en octubre, fue en la comunidad de 
Ixquisis (departamento de Huehuetenango), donde se ha puesto 
de manifiesto la existencia de un plan para promover una nueva 
ola de criminalización contra pueblos que rechazan los proyectos 
mineros, hidroeléctricas, agricultura extensiva.

En Guatemala se está violando el libre acceso a la infor-
mación, así como la libertad de expresión y de creencias, 
mediante la difusión de discursos de odio, campañas de 
desprestigio y manipulación de informaciones públicas. Lo 
que importa resaltar es que en este país, al igual que en otros del 
continente (Brasil, Colombia, Costa Rica), la difusión de consignas 
religiosas fundamentalistas tiene el objetivo de controlar a las per-
sonas para mantener sus proyectos de acumulación, mientras que 
la militarización busca reprimir el descontento social y fomentar 
el miedo en la ciudadanía. Todo ello, contrario a las exigencias 
democráticas. 
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